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ACCIONANTE:  ANDRÉS FELIPE CHICA MEJÍA
REVOCA Y DECLARA HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia  -  2ª instancia - 
25 de mayo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Revoca amparo concedido y declara hecho superado

Radicación Nro. :
660013109003 2017 00038 01
Accionante: 
ANDRÉS FELIPE CHICA MEJÍA
Accionado: 
COLPENSIONES
 Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. “[E]n el escrito de impugnación, la Gerente Nacional de Defensa Judicial de COLPENSIONES señaló que mediante oficio de abril 28 de 2017, el cual fue  notificado en debida forma al tutelante, se había dado cumplimiento al fallo emitido por el juez de primer nivel, esto es, contestado de fondo la petición del accionante atinente al pago de costas procesales y agencias en derecho, lo que permite inferir que en la actualidad la omisión referida por el actor fue superada, y en esas condiciones no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación. Acorde con lo anterior, se revocará el fallo dictado en atención a la falta de legitimación del accionante para interponer el amparo, pero se declarará la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticinco (25) de mayo de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N°473
                                                       Hora: 11:55 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Gerente de Defensa Judicial de la Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES y el Representante del Ministerio Público frente al fallo proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta por el Dr. ANDRÉS FELIPE CHICA MEJÍA.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se consignan en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) en marzo 08 de 2016 el actor presentó ante COLPENSIONES derecho de petición en el que pidió el cumplimiento de la sentencia proferida a favor de su poderdante GERARDO ANTONIO ACEVEDO AGUDELO; (ii) mediante la Resolución GNR 165874 de junio 07 de 2016, la entidad reconoció el retroactivo pensional correspondiente, e indicó que remitiría copia de dicho acto administrativo a la Gerencia de Defensa Judicial de la entidad para que iniciara las gestiones relativas al pago de las costas procesales; (iii) en noviembre 21 de 2016 elevó otra solicitud con el objeto de que se informara la fecha concreta en que esos últimos valores serían incluidos en nómina, respecto de la cual hasta el momento no ha obtenido respuesta alguna; (iv) la acción constitucional la formula en nombre propio y no en condición de apoderado judicial del señor ACEVEDO AGUDELO, en razón fue él quien realizó el requerimiento en favor de sus intereses, ya que acuerdo con el contrato de prestación de servicios suscrito con su poderdante, dichos montos hacen parte de sus honorarios.    

Con fundamento en lo anterior, considera quebrantado su derecho de petición, cuya protección solicita, y, en consecuencia, se ordene a la entidad demandada responder de fondo la solicitud elevada el pasado 21 de noviembre último, mediante acto administrativo emitido dentro de las 48 horas siguientes  a la notificación del fallo.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La acción correspondió por reparto al Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta capital, despacho que admitió el amparo por considerar que el accionante se encontraba legitimado para interponerlo, y corrió traslado a COLPENSIONES, entidad que no se pronunció al respecto.
3.2.- Dentro del término constitucional y legal, el despacho profirió sentencia (abril 24 de 2017) mediante la cual amparó el derecho fundamental de petición, y ordenó a COLPENSIONES por intermedio de su Gerencia Nacional de Reconocimiento y Vicepresidencia de Defensa Jurídica, que dentro de 10 días hábiles siguientes a la notificación de ese proveído, diera respuesta de fondo, clara y precisa a la solicitud de pago de costas judiciales radicada en noviembre 21 de 2016. 
4.- IMPUGNACIÓN

4.1.- La Gerente Nacional de Defensa Judicial de COLPENSIONES pidió se revoque la decisión proferida por el juzgado de primer nivel, toda vez que mediante oficio de abril 28 de 2017, el cual fue debidamente entregado al accionante, se respondió de fondo la petición elevada por él, en relación con el pago de costas judiciales, por lo que la vulneración del derecho fundamental de petición se encuentra superada, y la acción de tutela ha quedado sin objeto.
4.2.- El representante del Ministerio Público solicitó se revoque la determinación emitida por el funcionario a quo, y en su lugar se declare improcedente el amparo, por cuanto el accionante no estaba legitimado por activa para interponerlo. Al efecto argumentó:
El juez de primer nivel dio por acreditada la legitimación por activa del abogado CHICA MEJÍA, a pesar de que actuó ante COLPENSIONES a nombre del señor GERARDO ANTONIO ACEVEDO AGUDELO, y no a nombre propio, por lo que no es razonable que acuda ante el juez de tutela para mostrarse como directo afectado por el silencio de la entidad accionada.
No comparte lo concluido al respecto, porque con ello se desconoce abiertamente la literalidad del artículo 10 del Decreto Ley 2591/91 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional -sentencias T-629/10 y SU-055/15- en cuanto a que se requiere poder especial de los abogados para acudir en sede de tutela. 

Pudo ocurrir que al Dr. ANDRÉS FELIPE le fuera revocado el poder, y en esas condiciones es claro que no estaría autorizado para reclamar una respuesta. Adicionalmente, si bien el abogado puede ser acreedor de las agencias en derecho en virtud de los términos del contrato de prestación de servicios, ello no lo legitima automáticamente para reclamar tales emolumentos, puesto que puede acaecer un cambio de apoderado en el trámite administrativo o en el proceso ordinario.
La pretensión de la impugnación es que se unifique la posición judicial en este Distrito, debido a las decenas de tutelas que sin poder especial se presentan diariamente por profesionales del derecho que aseguran ser víctimas de COLPENSIONES, pese a que solo son simples intermediarios contractuales.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto concedió el amparo solicitado por el Dr. ANDRÉS FELIPE CHICA MEJÍA mediante apoderado judicial, por considerar que estaba legitimado para interponer la acción al ser el titular del derecho invocado. De igual forma, debe determinarse si es procedente declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, al haberse cumplido con el objeto del amparo.

5.2.- Solución a la controversia
La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 
En este asunto se aprecia que el abogado ÁNDRÉS FELIPE CHICA MEJÍA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección del derecho fundamental de petición que consideraba quebrantado por parte de COLPENSIONES, debido a que esa entidad no se había pronunciado sobre la solicitud de pago de costas procesales y agencias en derecho, que elevó desde noviembre 21 de 2016.

La Sala no comparte el análisis que frente a la legitimación por activa se hizo por el juez a quo en el auto admisorio, en el que concluyó que acreditaba ese presupuesto por versar la acción sobre la misma pretensión elevada ante petición a COLPENSIONES, atinente a la información sobre el pago de las costas procesales y las agencias en derecho.

Pese a que el Dr. CHICA MEJÍA aseveró que: “[…]actúo en nombre propio y no en mi condición de apoderado judicial del poderdante en razón a que yo fui la persona que realizó la petición, y es en favor de mis intereses que elevé la misma”
), lo cierto es que el titular del derecho de petición cuya protección se invoca es el señor GERARDO ANTONIO ACEVEDO AGUDELO, quien fue el que le otorgó el poder
 al accionante para que lo representara ante COLPENSIONES a efectos de solicitar el cumplimiento de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de esta ciudad de noviembre 27 de 2015, en la que se le reconoció un incremento pensional.  La petición en ese sentido fue radicada en marzo 08 de 2016, y debido a que el pago realizado en virtud de la misma no incluyó las costas procesales y agencias en derecho, éste presentó un nuevo requerimiento en noviembre 21 de 2016 para que se le diera información al respecto, en el que señaló que actuaba en pro de los intereses de su cliente
, lo que permite establecer claramente que el actor no estaba legitimado para promover la acción de tutela en nombre propio. 
Se itera entonces que no es el demandante el titular del derecho de petición cuya protección invoca, si no que es el señor GERARDO ANTONIO ACEVEDO AGUDELO, pues a su nombre y con fundamento en el poder por él otorgado, ha presentado las solicitudes que dice no le han sido respondidas, con independencia del convenio que sobre ellas hayan ambos celebrado para que esas sumas hagan parte de los honorario, tal como lo sostiene el señor Procurador en su impugnación.
En esas condiciones era obligatorio que adjuntara a la demanda el poder específicamente otorgado para acudir a la acción de tutela en representación del señor ACEVEDO AGUDELO, con lo cual no se cumplió, lo que configura un defecto relacionado con la legitimidad por activa debido a que no se aportó ese documento. 
Sobre el particular, importante es mencionar que si bien es cierto, es perfectamente normal que este excepcional mecanismo de protección de derechos sea iniciado por un abogado, no lo es menos que para el ejercicio profesional del derecho de postulación, se ha previsto la especial exigencia del poder conferido para ese fin por el titular de los derechos que se presentan como vulnerados. No obstante que la informalidad es característica esencial del trámite constitucional, tanto que no se exigen mayores rigurosidades para su presentación, al punto que puede hacerse de manera verbal; cuando quien presenta la acción no es el titular de los derechos, se deben observar unas reglas precisas, en especial si se acude a los servicios de un profesional del derecho.  Vale la pena traer a colación pronunciamiento
 de nuestro Órgano de cierre de la justicia ordinaria en el cual se precisó sobre el tópico lo siguiente: 
“[…]Así las cosas, como es indudable que las garantías constitucionales que plantea vulneradas por virtud del trámite constitucional adelantado por el Tribunal accionado son los del ciudadano último citado, pues sería él el directo perjudicado con las presuntas irregularidades puestas de presente en la demanda de tutela, el profesional del derecho carece de legitimidad para solicitar el amparo. 

Impera resaltar que la condición de defensor del acusado en la actuación penal mencionada, no le confiere la facultad para demandar en tutela la protección de los derechos fundamentales de éste, debiendo contar para ese efecto con poder especial pues el mandato debe ser conferido específicamente para actuar en este trámite constitucional, sin que sea suficiente, el que se le hubiera otorgado al mismo abogado para representar los intereses de JUAN DAVID QUINTERO CARVAJAL en el proceso penal que cursa en su contra por los delitos de homicidio tentado y fabricación, tráfico y porte ilegal de armas. […]”

En la sentencia SU-055/15 la H Corte Constitucional reiteró que los togados que pretendan representar los intereses de los accionantes deben aportar el respectivo poder especial para el asunto en concreto, o en su defecto un poder general, y que no pueden valerse de poderes otorgados para otro tipo de procesos así tengan relación con la acción de amparo constitucional.  Este es el aparte pertinente:
“[…] La tutela es un medio de defensa judicial de derechos fundamentales, que toda persona puede instaurar “por sí misma o por quien actúe a su nombre” (CP art. 86).  No es necesario que el titular de los derechos interponga directamente el amparo, pues un tercero puede hacerlo a su nombre.  El tercero debe sin embargo tener una de las siguientes calidades: (i) representante del titular de los derechos, (ii) agente oficioso o (iii) Defensor del Pueblo o personero municipal.
  Representante puede ser, por una parte, el representante legal (cuando el titular de los derechos sea menor de edad, incapaz absoluto, interdicto o persona jurídica), y por otra el apoderado judicial (en los demás casos). Ahora bien, para ser apoderado judicial, la persona debe ser abogado titulado y a la acción debe anexar poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo.
 (ii) Como agente oficioso puede obrar un tercero “cuando el titular de los [derechos] no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra deberá manifestarse en la solicitud” (Dcto 2591 de 1991 art. 10). (iii) El Defensor del Pueblo y los personeros municipales pueden instaurar la tutela conforme a la ley y la jurisprudencia a nombre de quien se los solicite o esté indefenso.
 […]” –resalta la Sala-

En concordancia con lo analizado, emerge con meridiana claridad la falta de legitimación por activa del accionante para promover la solicitud de amparo constitucional en nombre propio, y por ello la sentencia impugnada será revocada.

No obstante lo anterior, en el escrito de impugnación, la Gerente Nacional de Defensa Judicial de COLPENSIONES señaló que mediante oficio de abril 28 de 2017, el cual fue  notificado en debida forma al tutelante
, se había dado cumplimiento al fallo emitido por el juez de primer nivel, esto es, contestado de fondo la petición del accionante atinente al pago de costas procesales y agencias en derecho, lo que permite inferir que en la actualidad la omisión referida por el actor fue superada, y en esas condiciones no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación
. 

Acorde con lo anterior, se revocará el fallo dictado en atención a la falta de legitimación del accionante para interponer el amparo, pero se declarará la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), y en su lugar se declara improcedente, conforme a lo indicado en las consideraciones de esta decisión.
SEGUNDO: SE DECLARA la carencia actual del objeto por hecho superado, conforme lo plasmado en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Numeral 5º de la demanda de tutela, folio 2 C.O.


� Ver folio 11 C.P.


� Ver folio 31


� CSJ. ATP, 15 oct. 2015, rad. 71727


� Artículo 10, Decreto 2591 de 1991.


� Sentencia T-531 de 2002.


� Auto 030 de 1996 (MP Jorge Arango Mejía).


� Anexó copia y señaló número de guía de correo certificado.


� Al respecto, se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10.
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